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DISCRIMINACIÓN INDIRECTA O NO EXPLÍCITA. SU DETERMINACIÓN REQUIERE EL 
ANÁLISIS DE FACTORES CONTEXTUALES Y ESTRUCTURALES. El parámetro de regularidad 
constitucional del derecho a la igualdad y a la no discriminación reconoce que esta última ocurre no 
sólo cuando las normas, las políticas, las prácticas y los programas invocan explícitamente un factor 
prohibido de discriminación –categoría sospechosa–, sino también cuando éstas son aparentemente 
neutras, pero el resultado de su contenido o aplicación genera un impacto desproporcionado en 
personas o grupos en situación de desventaja histórica, sin que exista para ello una justificación 
objetiva y razonable. Ahora bien, para poder establecer que una norma o política pública que no 
contempla una distinción, restricción o exclusión explícita sí genera un efecto discriminatorio en una 
persona, por el lugar que ocupa en el orden social o al pertenecer a determinado grupo social –con 
el consecuente menoscabo o anulación del reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos o 
libertades fundamentales–, es necesario introducir factores contextuales o estructurales en el 
análisis de la discriminación, ubicándose entre estos factores las relaciones de subordinación en 
torno al género, la identidad sexo-genérica, la orientación sexual, la clase o la pertenencia étnica; 
las prácticas sociales y culturales que asignan distinto valor a ciertas actividades en tanto son 
realizadas por grupos históricamente desaventajados, y las condiciones socioeconómicas. Estos 
factores pueden condicionar que una ley o política pública –aunque se encuentre expresada en 
términos neutrales y sin incluir una distinción o restricción explícita basada en el sexo, el género, la 
orientación sexual, la raza, la pertenencia étnica, entre otros– finalmente provoque una diferencia de 
trato irrazonable, injusta o injustificable de acuerdo con la situación que ocupen las personas dentro 
de la estructura social. 

Amparo directo en revisión 2730/2015. Rebeca Rocha Aranda, su sucesión. 23 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M.G. Adriana Ortega Ortiz. 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 


